
 

 

 

 

 

 

 

 

   VI.   EXPEDIENTE D-11258 -  SENTENCIA C-496/16  (Septiembre 14) 

           M.P. María Victoria Calle Correa 
 

 

 
1. Norma acusada 

LEY 1437 DE 2011 
(Enero 18) 

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

ARTÍCULO 130. CAUSALES. Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los 
casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil y, además, en los siguientes eventos: 

1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de sus parientes hasta el segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del acto 
enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la ejecución del hecho u operación administrativa materia 
de la controversia. 

2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de sus parientes hasta el segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de árbitro, de parte, 
de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral 

respecto de cuyo laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. 

3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los parientes del juez hasta el segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los niveles 
directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que concurran al respectivo proceso en calidad de 
parte o de tercero interesado. 

4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los parientes del juez hasta el segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de alguna 
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de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o tengan la condición de representantes legales o 
socios mayoritarios de una de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros interesados. 

LEY 1564 DE 2011 

(Julio 12) 

Por la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones 

ARTÍCULO 141. CAUSALES DE RECUSACIÓN. Son causales de recusación las siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso. 

2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el juez, su cónyuge, compañero 
permanente o algunos de sus parientes indicados en el numeral precedente. 

3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su representante o apoderado, 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad. 

4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 3, curador, 
consejero o administrador de bienes de cualquiera de las partes. 

5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario del juez o administrador de 
sus negocios. 

6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados 
en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante o apoderado. 

7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal o disciplinaria contra el 
juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse 
el proceso o después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, 
y que el denunciado se halle vinculado a la investigación. 

8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer grado de consanguinidad o 
civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes o su representante o apoderado, o estar aquellos 
legitimados para intervenir como parte civil o víctima en el respectivo proceso penal. 

9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su representante o apoderado. 

10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de consanguinidad 
o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de alguna de las partes, su representante o apoderado, salvo 
cuando se trate de persona de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad anónima o empresa de servicio 
público. 

11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral anterior, 
socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en sociedad de personas. 

12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones materia del proceso, o 
haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio Público, perito o testigo. 

13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 1, heredero 
o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del proceso. 

14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de 
consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la misma cuestión jurídica que él debe fallar. 
 

3. Decisión  

Declarar EXEQUIBLES los artículos 130 de la Ley 1437 de 2011 y 141 de la Ley 1564 de 2012, 
por el cargo analizado en esta sentencia. 
 
4. Síntesis de la providencia 

En el presente caso, le correspondió a la Corte determinar si en el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo  (CPACA) y el 141 Código 
General del Proceso (CGP), se incurrió en un omisión legislativa relativa, al establecer las 
causales de impedimento  y de recusación de los jueces y magistrados –que se extienden a los 
conjueces-  por no prever la causal de “haber sido o ser contraparte de alguna de las partes o 
sus apoderados”, lo cual vulneraría los artículos 2º (fin esencial del Estado de promover la 
efectividad de los derechos), 13 (derecho a la igualdad), 29 (imparcialidad judicial) y 229 
(derecho de acceso a la administración de justicia) de la Constitución Política.   

Verificado el cumplimiento de los requisitos que la jurisprudencia ha precisado respecto del 
cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa relativa, la Corte comenzó por recordar 
que las garantías de independencia e imparcialidad de los jueces y magistrados forman parte 
del debido proceso y por ende, el régimen de impedimentos y recusaciones tiene fundamento 
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en el artículo 29 de la Constitución. Reiteró que la independencia hace alusión a que los 
funcionarios encargados de administrar justicia no se vean sometidos a presiones, 
insinuaciones, recomendaciones, exigencias, determinaciones o consejos por parte de otros 
órganos del poder, sin perjuicio del ejercicio legítimo por parte de otras autoridades judiciales 
de sus competencias constitucionales y legales. A su vez, la imparcialidad se predica del 
derecho de igualdad de todas las personas ante la ley, garantía de la cual deben gozar todos 
los ciudadanos frente ante quienes administra justicia. La jurisprudencia ha señalado que estas 
garantías hacen relación a cuestiones no solo de índole moral y ética, en que la honestidad y 
la honorabilidad del juez son presupuestos esenciales para que la sociedad confíe en los 
encargados de definir la responsabilidad de las personas y la vigencia de sus derechos, sino 
también de responsabilidad judicial. De igual manera, indicó que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha dado contenido y alcance al concepto de imparcialidad, como atributo 
de la administración de justicia y la Corte Europea de Derechos Humanos ha desarrollado una 
extensa jurisprudencia sobre los componentes objetivos y subjetivos de la imparcialidad que 
debe tener todo juez en sus decisiones. Así mismo, los “Principios Básicos relativos a la 
independencia de la Judicatura”, aprobados por el VII Congreso de Naciones Unidas para la 
Prevención del Delito y el Tratamiento de la delincuencia, 1990, señalan que la imparcialidad 
se refiere, entre otros aspectos, a que no tenga opiniones preconcebidas ni compromisos o 
tome partido por alguna de las partes en el caso sometido a decisión.  

La Corte señaló que en nuestro ordenamiento jurídico, le corresponde al Congreso de la 
República establecer las causales de impedimento y recusación, mediante una ponderación 
entre la garantía de un juez independiente e imparcial y los bienes jurídicos que están en juego 
en los distintos procesos judiciales. Con tal objeto, la Corte ha reconocido un amplio margen 
de configuración legislativa en cuanto al diseño de los procedimientos judiciales en general y 
en particular, para fijar aspectos transcendentales para la administración de justicia, como las 
causales de impedimento o recusación, teniendo siempre en cuenta la eficacia del derecho al 
juez natural y preservando al máximo, la permanencia del juez en la función de administrar 
justicia pronta y cumplida. En este sentido, tales causales son taxativas y de interpretación 
restrictiva, de manera que la separación de los jueces del conocimiento de los procesos a su 
cargo sea excepcional, cuando quiera que exista un conflicto de intereses o circunstancias que 
puedan afectar su imparcialidad, según la naturaleza de los bienes jurídicos a proteger y las 
especificidades de cada tipo de proceso. Esto significa que no existe un deber de maximizar la 
regulación de las causales de impedimento, sino por el contrario, de una regulación de mínimos, 
mediante la ponderación de los bienes jurídicos en juego en los diferentes regímenes 
procesales, toda vez que a mayor relevancia de estos bienes, ciertas circunstancias pueden 
convertirse de potestativas a obligatorias o por la misma razón, en aquellos casos donde no 
hay bienes jurídicos tan relevantes como la libertad o principios y derechos fundamentales, el 
legislador tiene un mayor ámbito de configuración normativa.  

Para la Corte, la causal que se aduce por los demandantes como omitida, se encuentra dentro 
del margen de configuración legislativa que se ejerció al establecer los impedimentos de jueces 
y magistrados en el CPACA y las causales de recusación en el CGP, en la medida en que no se 
afecta la libertad, ni la presunción de inocencia o garantías similares. Además, la condición de 
apoderado o contraparte en sí misma no tiene la fuerza necesaria para afectar la imparcialidad 
del juez. No obstante, no puede desconocerse que si esta condición se acompaña de otros 
elementos o circunstancias podría llegar a determinar la existencia de un interés o prejuicio 
que incida en el juez y por tanto estas puedan constituir causales de impedimento, como las 
que se prevén en el Código General del Proceso.  

El magistrado Alberto Rojas Ríos se reservó la eventual presentación de una aclaración de 
voto. 
 
LA CORTE CONSTITUCIONAL REITERÓ EL PRECEDENTE CONTENIDO EN LA SENTENCIA C-473 DE 

2006, AL DETERMINAR QUE EN LA LEY 1297 DE 2009, EL LEGISLADOR INCURRIÓ EN UNA 

OMISIÓN LEGISLATIVA RELATIVA AL NO INCLUIR A LOS BACHILLERES PEDAGÓGICO TITULADOS Y 

ESCALAFONADOS ENTRE QUIENES ESTÁN HABILITADOS PARA EJERCER LA DOCENCIA EN EL 

SERVICIO EDUCATIVO. POR ESTA RAZÓN DECLARÓ LA EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA DEL INCISO 

ÚNICO DEL ARTÍCULO 116 DE LA LEY 115 DE 1994, MODIFICADO POR EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 

1297 DE 2009 ACUSADO EN ESTA OPORTUNIDAD 


